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Se cumplen veinte años de la publicación del primer Anuario ICO de 
Competencia, veinte años en los que los sistemas español y comunitario de 
defensa de la competencia han experimentado una profunda transforma­
ción. Atrás quedaron las primeras leyes nacionales y reglamentos que se 
sustituyeron por un marco más moderno, ágil y eficaz para la defensa de 
la competencia. El Reglamento Comunitario 1/2003, relativo a la aplica­
ción de las normas sobre competencia previstas en los arts. 101 y 102 del 
Tratado, la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, y 
la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de Coordinación de las Competencias del 
Estado y las Comunidades Autónomas en materia de Defensa de la Com­
petencia, fueron los elementos fundamentales de esta modernización. En el 
marco de estas normas, las autoridades de competencia comunitarias, na­
cionales y autonómicas han logrado llevar a cabo de manera muy eficiente 
las tareas que les han sido encomendadas. La seguridad jurídica, la eficacia, 
la transparencia y responsabilidad frente a la sociedad o la promoción de 
una regulación económica eficiente son algunos de los grandes éxitos de 
esta transformación.

En estos años, el diseño institucional ha jugado también un papel esen­
cial en la nueva arquitectura para la defensa de la competencia en España. 
Se ha producido, por una parte, una clara evolución hacia una mayor in­
dependencia de las autoridades de competencia respecto al poder político. 
Por otra, a través de la creación más reciente de la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia (CNMC), se ha avanzado hacia un enfoque 
integrado de regulación y competencia que promueve una mayor coheren­
cia en la aplicación de las políticas sectoriales y de defensa de la compe­
tencia en mercados regulados, aunque por motivos obvios en este artículo 
me centraré más en la vertiente de competencia del mandato legal recibido 
por la CNMC.

La CNMC es una institución muy joven que, en sus poco más de tres 
años de vida, ha conseguido no solo mantener el nivel de actividad de las
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preexistentes comisiones que se fusionaron para su creación, sino inten­
sificar su labor. Cabe destacar una actividad muy potente en áreas como 
la lucha contra los cárteles, la promoción de la competencia y la consecu­
ción de una regulación eficiente y proporcionada. Al mismo tiempo, se han 
asumido responsabilidades adicionales impuestas por nuevos desarrollos 
normativos, como es el caso de la Ley de Garantías de Unidad de Mercado. 
En su aplicación la CNMC juega un papel muy relevante, velando por el 
libre acceso y ejercicio de las actividades económicas en todo el territorio 
nacional.

La Dirección de Competencia de la CNMC sigue teniendo como prio­
ridad la persecución de las prácticas que restringen la competencia, sobre 
todo los cárteles. En una estimación reciente realizada por la CNMC, uti­
lizando una metodología elaborada a partir de ejercicios similares de otras 
autoridades internacionales, los cárteles desmantelados entre 2011 y 2015 
han supuesto un ahorro para los consumidores de 620 millones de euros 
anuales, ahorro que procede de las mejores condiciones de acceso a bienes 
y servicios al desaparecer los cárteles. A estos beneficios para los consumi­
dores se unen los efectos de las sanciones a las entidades infractoras, que 
en 2015 alcanzaron la cuantía más elevada de la historia en España, más de 
550 millones de euros. No obstante, la actividad de la institución no puede 
valorarse simplemente por la cuantía de las multas impuestas.

En efecto, la cuantía de las multas cuenta solo parte de la historia y 
conviene detenerse en analizar si el impacto de las sanciones sobre las em ­
presas es suficientemente disuasorio. En mi opinión, todavía no se han al­
canzado los niveles de disuasión que serían deseables. Es indudable que el 
Consejo de la CNMC es responsable en buena medida de que las multas 
sean disuasorias, pero no puede olvidarse que los tribunales comparten esta 
responsabilidad para alcanzar los objetivos del Derecho de la competencia. 
En este sentido, a raíz de la nueva jurisprudencia iniciada con la sentencia 
del Tribunal Supremo de enero de 2015, la CNMC ha desarrollado un nuevo 
método de determinación de sanciones que permite cumplir con la legalidad 
a la vez que se aseguran la disuasión y proporcionalidad de las sanciones.

Adicionalmente, para aumentar el nivel de disuasión, en 2016 la CNMC 
ha comenzado a imponer sanciones a directivos responsables de las infrac­
ciones contra la competencia, aunque el arco sancionador previsto con este 
fin en la Ley de Defensa de la Competencia de 2007 se ha quedado muy 
corto y actualmente los costes reputacionales exceden en gran medida la 
sanción pecuniaria.

Con la vista puesta en el futuro, en este artículo me referiré a tres gran­
des desafíos que destacan de manera especial en la actualidad: las im pli­
caciones de la economía digital, la posible reforma de la Ley española de 
defensa de la competencia y el debate sobre el diseño institucional de las 
autoridades de regulación y competencia.

La digitalización de la economía se ha convertido sin duda en tema 
común de debate en muchos de los foros nacionales e internacionales de
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la comunidad antitrust. Y no es para menos si se tiene en cuenta la veloz 
transformación que están experimentando muchos sectores. La aparición 
de empresas cuyo negocio se basa en nuevas tecnologías y plataformas di­
gitales ha abierto el debate sobre la adecuación de los marcos normativos y 
analíticos vigentes para abarcar las implicaciones de estos nuevos modelos 
de negocio sobre la dinámica competitiva de los mercados.

Los puntos abiertos a discusión son muchos y muy variados: desde la 
definición de mercados de producto sobre la base de la sustituibilidad de la 
oferta y de mercados geográficos, que han sido superados por las ventas On­
line, pasando por la consideración del valor y volumen de las transacciones 
en lugar del volumen de ventas como mejor reflejo del valor económico, 
o las dudas surgidas en torno a la cuota de mercado como proxy  del poder 
de mercado. No en vano muchas autoridades de competencia han iniciado 
procesos de reflexión sobre la capacidad de sus marcos normativos para 
avalar el análisis de competencia que exigen estos nuevos mercados. La 
Comisión Europea ha puesto en marcha recientemente una consulta pública 
para evaluar la suficiencia del actual Reglamento comunitario de control de 
concentraciones en lo que respecta, entre otras, a esta cuestión.

En definitiva, se trata de una revolución que trasciende lo tecnológico 
y altera los comportamientos de los agentes, sus incentivos y la esencia del 
funcionamiento de los mercados. Todo ello exige un análisis en profundi­
dad de sus implicaciones y podría requerir la adaptación de la normativa y 
de los instrumentos vigentes a la creciente complejidad y sofisticación que 
requiere su análisis. La política de defensa de la competencia debe ser capaz 
de responder a los retos derivados de las nuevas estrategias empresariales 
en mercados más digitalizados y en un mundo cada vez más globalizado.

En todo caso, parece que en nuestro país la revisión del marco nor­
mativo y de los instrumentos del sistema de defensa de la competencia en 
su conjunto resulta oportuna trascurridos ya diez años desde la entrada en 
vigor de la Ley 15/2007, de Defensa de la Competencia (LDC). Nadie pone 
en duda el buen funcionamiento de la LDC ni la necesidad de preservar 
los elementos más positivos que introdujo, como la creación de un órga­
no especializado independiente del Gobierno en materia de defensa de la 
competencia que opera bajo el principio de separación entre instrucción y 
resolución, o la introducción del programa de clemencia para facilitar la 
detección de cárteles, por citar dos ejemplos muy evidentes.

La experiencia acumulada en estos años aconseja la introducción de al­
gunas mejoras y aclaraciones en el articulado que contribuyan a reforzar la 
seguridad jurídica en la instrucción y resolución de expedientes, así como 
la plena adaptación a las novedades del marco normativo e institucional 
acaecidas en el transcurso de estos años. Me refiero lógicamente al cambio 
en el diseño institucional que trajo consigo la Ley 3/2013 de creación de 
la CNMC, pero también a otras normas posteriores con efectos relevantes 
sobre las funciones y el procedimiento de las autoridades de competen­
cia. En el ámbito nacional conviene destacar la Ley 20/2013 de Garantía 
de Unidad de mercado, el nuevo Texto Refundido de la Ley de Contra­
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tos del Sector Publico — que abre la posibilidad a que la CNMC imponga 
la prohibición de contratar a las empresas sancionadas por competencia 
bajo determinados supuestos— , la Ley 39/2015, del procedimiento admi­
nistrativo común de las administraciones públicas (antes Ley 30/92), y la 
Ley 40/2015, de régimen jurídico del sector público, que son de aplicación 
supletoria a la LDC. En el ámbito comunitario destacan también noveda­
des legislativas de relevancia para las autoridades de competencia, como 
la Directiva 2014/104 de Acciones por Daños, la Directiva 2014/24 sobre 
contratación pública (actualmente en fase de tramitación parlamentaria en 
el Congreso), sin olvidar las recomendaciones de la Comisión Europea para 
la aplicación de la normativa comunitaria de competencia recogidas en las 
Directrices sobre aplicación del art. 102 del Tratado de Funcionamiento de 
la Unión Europea (TFUE) de 2009 y en las Directrices horizontales sobre 
aplicación del art. 101 del TFUE de 2011.

La revisión de la LDC debe venir precedida de una profunda reflexión 
sobre la conveniencia de introducir también novedades que pudieran au­
mentar la eficacia de la actuación de la CNMC, especialmente en materia 
sancionadora. Algunos instrumentos que otras autoridades de competencia 
ya están aplicando con efectividad podrían incorporarse a nuestro orde­
namiento. Me refiero, entre otros, a los acuerdos transaccionales (settle- 
ments), y también a los programas de cumplimiento (compliance). La 
CNMC está decidida a impulsar el desarrollo de estos programas en el seno 
de las empresas, como ya hacen muchas otras autoridades, y a reconocer 
que un programa de cumplimiento efectivo debe tenerse en consideración a 
la hora de valorar la responsabilidad de las empresas y a la hora de determi­
nar la sanción. La CNMC está contribuyendo ya en la actualidad al debate 
público en torno a este tema, sobre el que ha organizado y participado en 
distintos foros.

Esta revisión podría facilitar también un mejor encaje dentro de la LDC 
de la mencionada posibilidad de prohibir a las empresas sancionadas su 
participación en licitaciones públicas de modo que no menoscabe el pro­
grama de clemencia, cuyas exenciones deberán ampliarse para recoger ex­
presamente este nuevo supuesto. Igualmente deviene necesario revisar y 
definir el régimen de cuantificación de multas a la vista de la jurisprudencia 
dictada por el Tribunal Supremo en esta materia, con el fin de mejorar la 
seguridad jurídica y potenciar la disuasión.

El proceso de reforma iniciado en 2005 que culminó con la aprobación 
de la Ley 15/2007 ya puso de manifiesto la importancia de contar con la 
contribución de los expertos en la materia y de los agentes afectados por 
su aplicación (empresas, asociaciones de consumidores y otras Adminis­
traciones, entre otros). Este proceso de consulta pública contribuyó a que 
la norma contara con un amplio respaldo parlamentario a los principios 
inspiradores de la reforma, así como a su conveniencia y oportunidad. Des­
pués de diez años de aplicación práctica de la LDC conviene volver a abrir 
este debate, para mejorar su eficacia construyendo sobre lo que ya está 
consolidado. Este proceso debería culminar con un apoyo mayoritario en
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su tramitación parlamentaria que legitime las mejoras planteadas y asegure 
la estabilidad normativa.

En cuanto al debate sobre el diseño institucional de las autoridades de 
competencia, una vez asentada la necesidad de independencia de estas ins­
tituciones, plenamente aceptada, cobra fuerza la reflexión sobre el modelo 
integrado de regulación y competencia, ya sea en relación con los llamados 
sectores de red sujetos a regulación y supervisión, o en materias relaciona­
das como la protección de los consumidores.

En cuanto al primer aspecto, parece cada vez más evidente que la de­
fensa de la competencia y la supervisión regulatoria deben reconocerse 
como dos caras de la misma moneda, como ha afirmado recientemente la 
Comisión Europea1. No hay que olvidar nunca que la competencia es el 
valor «por defecto» en una economía de libre mercado como la española. 
Los sectores regulados deben ser siempre una excepción a la regla general, 
cuando no sea posible la competencia (monopolios naturales), esté distor­
sionada por otros fallos de mercado o existan razones de interés general 
(como el servicio universal).

Además, cuando se preserva la competencia y se cumplen las reglas 
del juego en las distintas áreas de la economía, se consigue una mayor pro­
ductividad en esos sectores, lo que se traduce en un mayor crecimiento de 
la economía y en una mayor creación de empleo. Un entorno competitivo 
tiende a favorecer un empleo de mayor calidad, puesto que el principal acti­
vo de las empresas suele ser el capital humano, que es muy determinante de 
la capacidad de las empresas para competir en el mercado. El impulso de la 
competencia es especialmente necesario cuando, como en el caso español, 
no existe una política monetaria independiente y el margen de maniobra de 
la política fiscal es muy reducido. Por otro lado, un mayor nivel de compe­
tencia efectiva también se traduce en una menor desigualdad social. Esto 
se entiende bien al recordar que los grandes perjudicados de los acuerdos 
anticompetitivos son siempre los ciudadanos con menor renta disponible, 
especialmente cuando esas conductas ilícitas afectan a bienes y servicios 
esenciales como la luz, el agua, los alimentos o los productos sanitarios.

En segundo lugar, son cada vez más las autoridades de competencia que 
han asumido, entre sus funciones, las de protección al consumidor en senti­
do estricto. En el modelo español y bajo la vigente distribución de compe­
tencias, la mayoría de estas funciones han sido cedidas a las Comunidades 
Autónomas, que cuentan con Consejerías o Institutos de Consumo que re­
suelven las quejas de consumidores en ámbitos de muy distinta naturaleza. 
La variedad y tipicidad de posibles ilícitos de consumo es amplísima y, 
como tal, exige un personal formado y con dedicación plena a esta materia 
que además suele estar asociada a avalanchas de denuncias de particulares 
insatisfechos con la provisión de algún bien o servicio contratado.

1 Report From the Commission to the European Parliament, The Council, the European Eco- 
nomic and Social Committee and the Committee o fthe Regions. Report on Competition Policy 2014, 
COM(2015)247 final, [SWD(2015) 113 final], de 4 de junio de 2015.
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En la esfera internacional, son varias las autoridades de competencia 
que han recibido mandatos también en materia de consumo. Como casos 
más claros cabe citar, en Europa, la autoridad holandesa (Competition and 
Markets Authority) que se erige como modelo de máxima integración en 
el que se aúnan las funciones de regulación y competencia (al igual que la 
CNMC) pero asumiendo adicionalmente las de protección del consumidor. 
Por su parte, la Federal Trade Commission de los Estados Unidos combina 
en su mandato la defensa de la competencia efectiva en los mercados con la 
protección del consumidor frente al fraude y las prácticas desleales.

Evidentemente, la labor de las autoridades de competencia guarda es­
trecha relación con los fines que persiguen las autoridades de consumo, 
esto es, la protección en última instancia del bienestar del consumidor. La 
defensa de la competencia ha sido tradicionalmente la garante de la compe­
tencia en los mercados a través de la cual, en última instancia, se beneficia 
el conjunto de los consumidores, y por ello es habitual encontrar en la nor­
mativa de competencia de las diferentes jurisdicciones referencias al interés 
general o al bienestar de los consumidores en su conjunto. La LDC no es 
una excepción a este respecto e incluye algunos tipos infractores cercanos 
a la normativa de consumo, como es el caso del art. 3 por actos de compe­
tencia desleal. Este artículo exige la acreditación de un acto desleal que, 
además, debe tener la capacidad de falsear la libre competencia y afectar al 
interés público.

En nuestro país, la asunción de competencias de consumo por parte de 
las autoridades de competencia plantearía no pocas dificultades: desde la 
necesidad de contar con los medios materiales y humanos adecuados para 
su correcta aplicación hasta el encaje legal con el sistema competencial de 
las Comunidades Autónomas. Cosa distinta es reconocer que, precisamente 
por la existencia de ese punto de conexión con el bienestar del consumidor, 
pudiera ser útil y eficiente reforzar los mecanismos de coordinación y cola­
boración entre ambas esferas institucionales. Algunas autoridades autonó­
micas (como la Agencia Catalana de Competencia) han puesto en marcha 
iniciativas de esta naturaleza, que prevén la puesta en común de quejas 
frecuentes o de gran dimensión que afectan a numerosos usuarios, con el 
fin de llevar a cabo acciones conjuntas que garanticen la defensa de los 
derechos de los consumidores y la competencia efectiva de los mercados. 
Por ello, teniendo en cuenta la amplia experiencia de las autoridades auto­
nómicas de consumo, su personal cualificado para la materia y la naturaleza 
— más individual que generalizada—  de las denuncias que estas tramitan, 
parece que sería muy deseable fomentar su coordinación con las autori­
dades de competencia. Es más incierto, en cambio, que sea conveniente 
incurrir en los costes económicos y de adaptación que supondría la fusión 
en un mismo organismo de las funciones de defensa de la competencia y de 
protección de los consumidores.

Para terminar, me gustaría dedicar unas líneas a la necesidad de regene­
ración institucional de nuestra democracia, que tiene que ver con la calidad 
de las instituciones, su independencia y su rigor. Es un reto pasado, presente
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y futuro, y que está relacionado con la confianza necesaria para consolidar 
la recuperación en el ámbito económico y para superar la inquietud social. 
Los frecuentes casos de corrupción política y económica han provocado 
un enorme coste y un profundo malestar en nuestra sociedad. Necesitamos 
reglas del juego claras que limiten la discrecionalidad política. La CNMC 
tiene un papel importante en este sentido, como lo tienen las otras autori­
dades independientes que deben actuar como contrapeso del poder político 
y económico.

Afortunadamente, esta regeneración no requiere medios económicos 
adicionales, sino sobre todo la voluntad política de poner en práctica una 
exigencia clara de nuestra sociedad. En la CNMC necesitamos ser efecti­
vamente independientes del poder político. No es necesario inventar nada 
nuevo, basta cumplir la normativa comunitaria sobre autoridades indepen­
dientes y asumir las mejores prácticas internacionales en esta materia. Y 
también debemos preservar nuestra independencia respecto de los grupos 
de interés, que emplean abundantes recursos para que sus propuestas estén 
presentes en los medios de comunicación y en la agenda de los gobiernos.

Para contrarrestar ese poder, nuestra gran aliada será siempre la trans­
parencia en nuestros procesos de decisión, y el esfuerzo por comunicar con 
claridad la perspectiva que consideramos más beneficiosa para el interés 
general de la sociedad española. En esta línea, es conocida la creación en 
la CNMC de un registro de grupos de interés. La actuación de estos gru­
pos es perfectamente razonable y no debe ser vista con recelo, pero debe 
ser transparente. Nuestro objetivo ha sido la creación de un mecanismo 
institucional que permita minimizar la capacidad de cualquier grupo para 
relacionarse con la CNMC de forma improcedente, contraria o no alineada 
con los intereses generales que debemos proteger. Esta transparencia solo 
puede resultar molesta a los que pretenden rehuir el debate público de sus 
propuestas y a los que defienden de manera encubierta intereses particula­
res no alineados con los de la sociedad.

El reto de cara al futuro es asegurar el mantenimiento de la independen­
cia de la CNMC, la eficacia en su actuación y la transparencia de sus deci­
siones. Así lo entendimos desde el principio cuando se creó la CNMC, es 
en esta línea de trabajo en la que hemos concentrado todo nuestro esfuerzo 
y la que seguiremos defendiendo en el futuro.




